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Con el apoyo de 312 votos a favor el Congreso el 18 de enero de 2024, se ha aprobado la reforma de la 
Constitución que elimina el término «disminuido» y la envía al Senado para culminar su tramitación. 

Una tramitación que ha contado con el consenso del PP y el PSOE y que responde a la obligación de 
los poderes públicos de desarrollar políticas que garanticen “la plena autonomía personal y la inclu-
sión social” de las personas con discapacidad, en entornos “universalmente accesibles” y la atención 
de “las necesidades específicas” que tienen las mujeres y los menores con discapacidad. El diario 
de sesiones del Congreso de los Diputados del 16 de enero de 2024, refleja las intervenciones de los 
Diputados que manifestaron su consenso con esta reforma, en una sesión casi sin precedentes en 
los últimos tiempos. 

Dado que “la discapacidad nos afecta a todas y a todos porque, a lo largo de nuestra vida, no es-
tamos exentos de adquirirla o de conocer su realidad a través de nuestros familiares o de nuestros 
seres queridos”,  es necesario eliminar términos como el de disminuidos dado que de lo contrario 
“contribuiremos a perpetuar estereotipos y clichés que, en la mayoría de los casos, son peyorativos”. 

En esta línea se ha pronunciado esta Defensoría, expresando que ha pasado mucho tiempo con 
un término negativo, contrario a la realidad actual, siendo importante el acuerdo alcanzado para la 
actualización y modernización de la Constitución que abra un camino de consenso para adaptarse 
a los nuevos tiempos. 

2.1.4.2.2.3. Otros factores de vulnerabilidad

Existen otros factores que inciden en situaciones de vulnerabilidad. Uno de ellos es la pobreza ener-
gética que cuando concurren con otros como la precariedad económica y residencial, conlleva pasar 
de estar en riesgo de exclusión a una exclusión severa.

Se considera pobreza energética aquella situación en la que una unidad familiar no puede mantener 
su vivienda a una temperatura adecuada y/o hacer frente a las facturas eléctricas.

Así el clima determina la demanda de energía de un hogar y en consecuencia el gasto al que se ha 
de hacer frente. La renta familiar es otro factor y quizá el más importante que influye directamente 
sobre la capacidad económica sobre el consumo y las condiciones de la vivienda en la que se reside. 
Todo ello condicionado con las características de los residentes que está íntimamente relacionado 
con la educación energética que se ha adquirido.

No se ha unificado un concepto unánime del consumidor vulnerable, asumiendo cada comunidad 
el suyo propio, lo que dificulta la adopción de medidas a escala superior.

La Estrategia Nacional Contra la Pobreza Energética lo define como “el consumidor de energía eléctri-
ca o de usos térmicos que se encuentra en situación de pobreza energética, pudiendo ser beneficiario 
de las medidas de apoyo establecidas por las administraciones”

Actualmente, dichas medidas están referidas básicamente al bono social eléctrico o bono social 
térmico y afectan a grupos de consumidores que poseen una renta por debajo de unos límites, el 
título de familia numerosa o cuyos ingresos provienen de personas pensionistas. Situaciones que no 
siempre están incluidos en grupos vulnerables.  

Numerosos estudios están trabajando sobre indicadores que permitan categorizar estas situaciones 
para facilitar la implementación de medidas. Entre las soluciones planteadas se encuentra la reha-
bilitación energética implantando sistemas de renovables. 

En la Defensoría, año tras año, se reciben distintas quejas donde nos ponen de manifiesto estas reali-
dades. Personas que por distintas causas viven sin poder bajar las altas temperaturas de sus viviendas 
durante los 4 meses de verano, pero también sin poder subirla en invierno. 

Personas que residen en viviendas unifamiliares o edificios poco eficientes energéticamente, cuando 
no residiendo en alquileres de bajo coste. También recibimos quejas de adjudicatarios del parque 
público de viviendas, bien sean de titularidad municipal o de la la Junta de Andalucía, sobre todo de 
quienes residen en barrios de viviendas públicas, de los años 70-90, o en barrios obreros de viviendas 
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de protección oficial, ya desprotegidas y de titularidad privada y en cascos históricos donde siguen 
existiendo zonas de vivienda que no han sido colonizadas por la turistificación.  

Nos trasladan que con mucho esfuerzo han podido comprar una vivienda para ir mejorándola pero 
que la escasez de recursos no les permite hacerlo. Viviendas que ante la falta de aislamientos ade-
cuados provocan facturas del suministro elevadas a las que se hace difícil afrontarlas. Situaciones 
que requiere políticas públicas encaminadas a promover la rehabilitación energética con medidas 
adaptadas a la población destinataria. 

La Brecha digital, es otro de los problemas detectados en esta Defensoría y uno de lo retos princi-
pales que enfrenta la sociedad actual. En el informe anual 2022, se dedicó una mención especial a 
esta realidad que necesita un proceso de transformación para alcanzar los beneficios de la llamada 
“la sociedad digital” .  

Las nuevas tecnologías tienen el riesgo de dejar atrás a quienes no tienen la capacitación ni los me-
dios suficientes para adecuarse a un mundo cambiante a gran velocidad. 

Relacionadas con el derecho a la vivienda, hemos podido constatar cómo distintas quejas referidas a 
la convocatoria del bono joven ponían de manifiesto que se sentían perjudicados por no disponer de 
la capacitación necesaria ni medios informáticos para competir con otras personas de su misma edad. 

En la queja 22/6541 referida a la distinta problemática que dificultaba el acceso a una subvención para 
sufragar el alquiler a quienes tenían menos de 35 años, se puso de manifiesto que en la Orden de 3 de 
octubre de 2022, reguladora de los requisitos y el procedimiento para la concesión de dichas ayudas 
dirigidas a personas jóvenes con escasos recursos económicos, se determinó para su tramitación, el 
carácter obligatorio del uso de medios electrónicos, requisito imprescindible para optar a la misma. 

A este respecto se habían recibido en la Defensoría muchos testimonios de personas que muestran 
su impotencia por el retraso en la publicación de la Orden, su disconformidad por la obligatoriedad 
de presentación de forma telemática de las solicitudes, los fallos de la aplicación que provocaron el 
colapso de la web, y el impacto que la brecha digital había tenido en la esfera de derechos de la 
juventud andaluza, entendiéndose ésta, como una nueva forma de discriminación.

Una problemática frente a la que se dictó Resolución sugiriendo entre otras cuestiones “que, habida 
cuenta el interés mostrado por la juventud destinataria de esta ayuda y de la desigualdad que supone 
priorizar a quienes tengan la disponibilidad de tiempo, medios y competencias digitales, se analicen 
otras posibles fórmulas de acceso a la petición de la ayuda”

En el informe recibido como respuesta a esta Resolución nos trasladaron que “se considera que a 
pesar de que todas las personas han tenido acceso en condiciones de igualdad, siempre se precisa 
de refuerzo en orden a atender las posibles dificultades de las personas”. 

En el cierre de la queja pusimos de manifiesto que esta Defensoría difiere de este pronunciamiento, 
dado que tal y como se lo hicimos llegar en la Resolución emitida, se cuenta con multitud de testi-
monios de personas jóvenes andaluzas, que pese a que todas ellas intentan la siempre dura gesta de 
la emancipación, no todas ellas presentan las mismas destrezas digitales, ni disponen de los mismos 
recursos técnicos para solicitar esta ayuda con la premura que se requería; ser de las primeras 14.000 
personas en solicitar el Bono Joven Andalucía. 

Una muestra de ello era el testimonio de una trabajadora social en la que nos transmitía las dificul-
tades de algunas personas para concurrir a través de la web y la falta de ayuda prevista en las De-
legaciones Territoriales para esta finalidad, provocando que personas carentes, no sólo de recursos 
económicos para hacer frente al pago de un alquiler sino también de facilidad y rapidez en el manejo 
de entornos digitales, no pudieran acceder a la convocatoria, rompiendo en principio de igualdad 
constitucionalmente reconocido.

Por lo tanto, esta Institución difiere del contenido de la propia Orden que  recoge que las “…..personas 
que están capacitadas técnicamente por tener adquiridas las suficientes competencias digitales, 
al estar habituadas a llevar a cabo todas las actividades lectivas, de trabajo, de ocio y todas las 
transacciones y procesos que desarrollan de forma electrónica”. 

https://defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/digital-dpa-informeanual-2022.pdf
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/cerramos-la-actuacion-sobre-el-bono-joven-en-la-confianza-de-que-se-atiendan-las-cuestiones
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Y es que este Defensor no puede compartir este axioma, ya que es conocedor de una realidad de la 
sociedad andaluza plural, donde se incluye la existencia de una brecha digital que afecta de mane-
ra directa incluso a este sector de población joven. Esta situación se ha puesto de manifiesto en los 
distintos informes anuales de esta Defensoría y que requiere de apoyo por parte de la Administración 
para garantizar la igualdad de oportunidades.

La salud mental es otra cuestión que incide en el ejercicio de los derechos y libertades de las personas 
constituyendo un riesgo para las personas que la padecen y su entorno más inmediato. 

La situación de vulnerabilidad social y de trastorno de la salud de estas personas las enfrenta a de-
safíos comunes tales como el estigma y la discriminación, la vivencia de abusos y violencia, acceso 
reducidos a servicios de salud y educación, también de empleo, etcétera.

En la salud mental es importante reconocer la vulnerabilidad individual y social de quienes residen 
en entornos desfavorecidos, personas que necesitan enfoques acordes con sus peculiaridades y si-
tuaciones sociales, teniendo en cuenta sus contextos culturales. 

Son muchas las quejas que nos trasladan la incidencia de la enfermedad mental en la vida cotidiana 
de quienes además se tienen que enfrentar a muchos otros problemas. Situaciones que fueron ana-
lizadas en la jornadas organizada por esta Defensoría denominada “Bioética y Salud Mental: desa-
fíos comunes de la población más vulnerable”, comentada en el capítulo 1.1. del presente informe. 

Preocupa a esta Defensoría los distintos factores de riesgo que interseccionan en la población pe-
nitenciaria, muchos de ellos anteriores a su entrada en prisión. Un ejemplo de ello es el escaso nivel 
educativo, la precariedad laboral, los malos tratos o las personas sin referentes familiares o sin hogar, 
y también la enfermedad mental, y la drogodependencia, constituyendo su confluencia en lo que 
llamamos la patología dual. 

También las de quienes viven en barrios de las grandes ciudades, que han sido objeto de numerosos 
proyectos y programas vinculados con la acción y protección social y que sin embargo se enfrentan 
cada día a desafíos que superan su capacidad para resolverlos. 

Finalmente, en los años que llevamos tratando la realidad de las personas migrantes hemos pre-
senciado la incidencia del denominado “duelo migratorio”. Personas que por diferentes causas se 
embarcan en un proceso migratorio y que una vez llegan a su destino tienen que enfrentarse a 
situaciones como, la falta de un lugar donde alojarse, un entorno social que les acoja, dificultades 
para encontrar trabajo, etc. Situaciones adversas a las que se les suma la pérdida de su entorno de 
seguridad, ansiedad por mantener a sus familias, etc. 

Es necesario prestar atención a quienes pertenecen al pueblo gitano y de manera particular a los 
problemas de la mujer gitana que por sus características transcultural, requiere un abordaje parti-
cularizado tanto en la prevención como en el abordaje de la enfermedad mental.

2.1.4.2.3. Exclusión por pertenencia a grupo social

La vulnerabilidad social es la expresión de la incapacidad de los grupos más débiles de la sociedad 
para enfrentarse a las nuevas exigencias y neutralizar los efectos adversos. La pertenencia a minorías 
étnicas como es el pueblo gitano, al colectivo de personas migrantes influye de forma directa en los 
efectos de la vulnerabilidad y en las estrategias para su abordaje. 

También consideramos que existen otras situaciones que clasifican a las personas en función de si 
han cometido algún delito que les haya supuesto un periodo de privación de libertad. Es éste un 
grupo “invisible”, no categorizado pero que, por el conocimiento que se tiene en esta Defensoría de 
sus circunstancias, hemos considerado analizarlo en este apartado del informe. 
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